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Directiva 2012/13/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2012, relativa al derecho a la información en los procesos penales. 
Artículo 7 Derecho de acceso a los materiales del expediente 

RD 14 Sep. 1882 (Ley de Enjuiciamiento Criminal) 
LIBRO II. DEL SUMARIO

TÍTULO VI. De la citación, de la detención y de la prisión provisional

CAPÍTULO IV. DEL EJERCICIO DEL DERECHO DE DEFENSA, DE LA ASISTENCIA DE ABOGADO Y DEL TRATAMIENTO DE LOS DETENIDOS Y PRESOS

Artículo 520

Jurisprudencia comentada

TC, Sala Segunda, S 13/2017, 30 Ene. 2017 (Rec. 7301/2014)
Comentarios

Resumen

En el art. 520.2.d) de la Ley de Enjuiciamiento Criminal se traspone la Directiva 2012/13/UE, de 22 de mayo de 2012 relativa al derecho a la información en los procesos penales. En dicho precepto se otorga a toda persona detenida el derecho a acceder a los elementos de las actuaciones que sean esenciales para impugnar la legalidad de la detención. La Sentencia del Tribunal constitucional de 30 de enero de 2017 declara vulnerados los derechos fundamentales a la libertad individual y a la asistencia de abogado durante la detención por haber negado la policía actuante el acceso al atestado durante la detención policial.
I. HECHOS DE LA SENTENCIA 

El Boletín Oficial del Estado de 10 de marzo de 2017 publica la Sentencia del Tribunal Constitucional número 13/2017, de 30 de enero de 2017 (LA LEY 2478/2017) (LA LEY 2478/2017), que estima el recurso de amparo interpuesto por dos personas que fueron detenidas por delitos de robo con fuerza contra el Auto que desestimó la petición de habeas corpus. En el transcurso de la detención policial, tanto los detenidos como su letrado interesaron el acceso al atestado pero los agentes de la Guardia Civil se limitaron a indicar que tendrían que pedírselo al Juez.

El Juzgado de Instrucción que conoció del procedimiento de habeas corpus desestimó la petición por entender que en el momento en que se solicitó no existía, como tal, el expediente, al estar practicando todavía diligencias los agentes policiales y no haber confeccionado éstos el atestado.

II. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS Y DERECHO DE ACCESO AL ATESTADO EN EL HABEAS CORPUS 
En la Sentencia de 30 de enero de 2017 (1) el Tribunal Constitucional desestima los óbices procesales de extemporaneidad de la demanda y de falta de denuncia previa mediante incidente de nulidad de actuaciones y considera directamente aplicable al asunto la Directiva 2012/13/UE (LA LEY 9799/2012), que no había sido traspuesta a nuestro ordenamiento en la fecha de los hechos. Por lo que aquí interesa, la denegación de acceso al expediente policial por parte de los detenidos, el Tribunal considera que los derechos fundamentales afectados por la resolución del Juzgado de Instrucción son los de los apartados tercero, y relacionado con éste, el del apartado primero del art. 17 de la Constitución (LA LEY 2500/1978).

Con cita de la jurisprudencia anterior (SSTC 196/1987 (LA LEY 903-TC/1988), 252/1994 (LA LEY 13008/1994), 229/1999 (LA LEY 3410/2000) y 199/2003 (LA LEY 10634/2004)) se destaca que el derecho del detenido a la asistencia letrada en las diligencias policiales y judiciales «consiste en asegurar que los derechos constitucionales de quien está en situación de detención sean respetados, que no sufra coacción o trato incompatible con su dignidad y libertad de declaración y que tendrá el debido asesoramiento técnico sobre la conducta a observar en los interrogatorios».

Los recurrentes presentaron solicitud de habeas corpus por haberles negado la Guardia Civil que los detuvo el acceso a las diligencias policiales. El artículo primero, letra d) de la Ley Orgánica 6/1984, de 24 de mayo (LA LEY 1203/1984), reguladora del procedimiento de «Habeas Corpus» considera personas ilegalmente detenidas «Las privadas de libertad a quienes no les sean respetados los derechos que la Constitución y las leyes procesales garantizan a toda persona detenida». Esto es, dicho procedimiento sirve no solo para evidenciar detenciones que carecen de justificación o que superan el plazo de las setenta y dos horas sino también cuando no se respeten los derechos del detenido, entre los que se encuentra ahora el de acceder a los elementos esenciales para impugnar la legalidad de la detención.

En el momento de los hechos examinados no se había efectuado la trasposición en el ordenamiento español de la Directiva 2012/13/UE, de 22 de mayo de 2012, relativa al derecho a la información en los procesos penales, en concreto su art. 7, (LA LEY 9799/2012) que lleva la rúbrica de «Derecho de acceso a los materiales del expediente». La Ley Orgánica 13/2015, de 5 de octubre (LA LEY 15163/2015), de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LA LEY 1/1882) para el fortalecimiento de las garantías procesales y la regulación de las medidas de investigación tecnológica dio al art. 520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LA LEY 1/1882) la redacción vigente, pero el acceso que aquí se trata ya lo introdujo la Ley Orgánica 5/2015 (LA LEY 6906/2015), de 27 de abril. En su apartado segundo, letra d, se dispone que «toda persona detenida o presa será informada por escrito (…) de los derechos que le asisten y especialmente de los siguientes: (…) d) Derecho a acceder a los elementos de las actuaciones que sean esenciales para impugnar la legalidad de la detención o privación de libertad».

En la práctica forense anterior a la reforma solo se entregaba copia del atestado al letrado del detenido en la sede judicial 

En la práctica forense anterior a la reforma, solo se entregaba copia del atestado al letrado del detenido en la sede judicial, incluyéndose —específicamente— como una obligación del Juzgado una vez incoadas las diligencias urgentes (art. 797.3 LECrim. (LA LEY 1/1882), introducido por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre (LA LEY 19391/2009)). Sin embargo, ahora la policía actuante debe permitir el acceso al expediente policial. La redacción del art. 520 LECrim. (LA LEY 1/1882) limita el acceso a una finalidad concreta: la impugnación de la legalidad de la detención o privación de libertad, no para la preparación de la declaración en sede policial o de la defensa con anterioridad a la puesta a disposición del detenido a la autoridad judicial. Lo que sí que podrá hacer el abogado es entrevistarse reservadamente con el detenido antes de que se le reciba declaración por la policía [art. 520.6.d) LECrim. (LA LEY 1/1882)].
En el Auto que desestimó el habeas corpus el Juez instructor afirmó que «en el momento en que se ha solicitado el habeas corpus no existe, como tal, dicho expediente, pues los agentes se encuentran practicando diligencias y confeccionando el atestado». Por el contrario, el Tribunal Constitucional afirma —con rotundidad— que «la propia lógica de los hechos narrados en el atestado policial desvirtúan esta afirmación: si la detención se desencadenó a resultas de un operativo policial contra personas señaladas por la comisión de diversos delitos en varias localidades, como pone en evidencia el Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones, al menos debían existir bajo algún soporte (papel o informático) las denuncias de tales delitos, así como la documentación de los registros efectuados al detenerles». Además, no se apreciaba en ese asunto —sobre presuntos robos con fuerza— ninguna justificación para restringir el derecho de acceso de las previstas en la mencionada Directiva: amenaza grave para la vida o los derechos de otra persona o para defender un interés público importante como perjudicar la investigación en curso o menoscabar la defensa nacional.

Deben compartirse los argumentos esgrimidos por el Tribunal Constitucional, dado que siempre existirá o bien denuncia de la víctima o perjudicado por el delito de que se trate, o una minuta policial en la que se describan las circunstancias que han motivado la detención por un delito flagrante. Aunque no esté finalizado el atestado, por faltar alguna declaración de testigo o perjudicado en sede policial, sí que podrá acceder el detenido a la denuncia inicial o a la minuta policial con la pretensión de impugnar la procedencia y legalidad de su detención.

Aun cuando sea preciso privar al detenido de algunos de los derechos del art. 520 LECrim. (LA LEY 1/1882), —por los motivos tasados del art. 509 LECrim. (LA LEY 1/1882)—, el art. 527.1 LECrim (LA LEY 1/1882)., excluye de tal limitación el acceso a los elementos esenciales de las actuaciones para poder impugnar la legalidad de la detención. Por esta protección reforzada del derecho de acceso a las actuaciones resulta indispensable la correcta delimitación de qué debe entenderse por actuaciones esenciales.

III. ALCANCE DE LAS ACTUACIONES ESENCIALES 

El art. 520 (LA LEY 1/1882) se refiere a las «actuaciones que sean esenciales». Al respecto, ha señalado la Audiencia Provincial de Las Palmas de Gran Canaria de 25 de mayo de 2016: «A nadie se le escapa que los problemas interpretativos en relación a qué debe entenderse por acceso a los elementos esenciales de las actuaciones a los que se refiere el párrafo segundo del art. 505.3 (LA LEY 1/1882)y el art. 520.2 d) de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LA LEY 1/1882) se plantean cuando la causa haya sido declarada secreta, conforme a lo dispuesto en el art. 302 (LA LEY 1/1882) de dicha Ley» (2) .

En la práctica policial parece que no se está permitiendo el acceso directo a las diligencias policiales que obran en las actuaciones en el momento en el que el detenido pretende impugnar la legalidad de su detención (3) . En su lugar, se le proporciona al detenido un formulario en el que mediante el sistema de casillas se le informa del momento, lugar y motivos de la detención con un breve resumen de los hechos que se le atribuyen (4) .

El art. 7 Directiva 2012/13/UE (LA LEY 9799/2012) no especifica cuáles son los materiales a los que puede acceder el detenido pero el considerando número 30 sí que los cita: «Los documentos y, si procede, fotografías y grabaciones de sonido o de vídeo, que resulten fundamentales para impugnar de forma efectiva la legalidad de la detención o privación de libertad de una persona sospechosa o acusada, con arreglo a la legislación nacional, deben ponerse a disposición de esta o de su abogado a más tardar antes del momento en que una autoridad judicial competente deba decidir sobre la legalidad de la detención o privación de libertad de conformidad con el art. 5, apartado 4, del CEDH (LA LEY 16/1950), y en el momento oportuno para permitir el ejercicio efectivo del derecho a impugnar la legalidad de la detención o privación de libertad». Cuando sea previsible que la causa vaya a ser declarada secreta parece razonable que se limite el acceso a ciertas diligencias policiales pero debería concretarse en la legislación nacional cómo debe proceder la fuerza policial. Si la detención ha sido ordenada por la autoridad judicial y la causa ya está declarada secreta no se advierten problemas prácticos para dicha restricción pero si la detención es policial el juez que conoce del habeas corpus no puede declarar el secreto de unas diligencias previas que ni siquiera habrá incoado. Por ello, no puede limitarse el acceso a un mero formulario en el que la policía se limita a rellenar algunas casillas de un documento estandarizado, sin perjuicio de la debida protección de datos de víctimas, denunciantes y otros investigados.

IV. CONCLUSIONES 

1.ª) En caso de impugnación de la legalidad de la detención la policía actuante debe permitir, a instancia del detenido o de su abogado, el acceso al atestado policial en el estado en que se encuentre.

2.ª) No puede denegarse el acceso al atestado ni en los supuestos de secreto de sumario ni en la detención incomunicada si bien sería recomendable que el legislador concretara si puede evitarse la entrega de alguno de los elementos que obre en el expediente policial.

3.ª) Cabe entender como actuaciones esenciales todas las que obren en el atestado policial, y que guarden relación con los motivos de la detención, sin que pueda limitarse el acceso a un formulario en el que las respuestas se limitan al marcaje de algunas casillas estereotipadas.

(1) 
En el Diario LA LEY ya se ha publicado un comentario de esta Sentencia [MARCHAL ESCALONA, A, «¿Entrega de copia del atestado al abogado en sede policial? Comentario de la STC de 30 de enero de 2017», Diario LA LEY, núm. 8932, 2 de marzo de 2017 (LA LEY 2121/2017)]. En dicho artículo el autor distingue la asistencia letrada en la práctica de diligencias en sede policial y en la impugnación de la legalidad de la detención. Concluye MARCHAL ESCALONA que el derecho de acceso al expediente se contrae únicamente a aquellos materiales obrantes en él que sustenten la legalidad material y formal de la detención de cara a la posible interposición de un procedimiento de habeas corpus, sin que implique la entrega de copia del atestado. También comenta la Sentencia LÓPEZ JARA, Manuel, «Secreto de sumario, prisión provisional y derecho de acceso al expediente: a propósito del auto de la Audiencia Provincial de Madrid de 12 de abril de 2016 y otros desarrollos recientes», Diario LA LEY, núm. 8930, 28 de febrero de 2017 (LA LEY 1748/2017).
(2) 
OTAMENDI ZOZAYA, Fermín, Las últimas reformas de la Ley de Enjuiciamiento criminal. Una visión práctica tras un año de vigencia, Editorial Dykinson, 2017, pág. 54 «Este nuevo derecho es, sin duda, el que mayores problemas prácticos está generando. Problemas derivados de las diferentes interpretaciones que tienen los abogados y los funcionarios policiales sobre el significado de la expresión "actuaciones que sean esenciales para impugnar la legalidad de la detención o privación de libertad"». En el mismo sentido se pronuncian GONZÁLEZ CUELLAR, Nicolás y MARCHENA GÓMEZ, Manuel, La reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en 2015, Castillo de Luna ediciones jurídicas 2015, pág. 122 «La identificación de las actuaciones que sean esenciales para la impugnación de la legalidad de la medida no es tarea sencilla. Realmente la indeterminación del concepto es utilizado es grande y sin duda planteará problemas aplicativos».
(3) 
Al respecto, destaca AGUILERA MORALES, Marien, «¿Justicia penal y unión europea: un breve balance en clave de derechos (1)?», La Ley Penal, núm. 8883, 16 de diciembre de 2016 (LA LEY 9466/2016): «Así, entre la información de derechos que se proporciona a los detenidos desde las Comisarías de Policía, es frecuente omitir la relativa al derecho que les asiste a impugnar la detención o a acceder al expediente policial. Más aún: respecto de esto último, la tónica general es bien negar al detenido y a su letrado acceder al atestado policial o bien permitir el acceso pero sólo al letrado y únicamente para que lo consulte en el acto, sin posibilidad de hacer copias». También trae a colación dicha autora de la información que suministra sobre el tema que nos ocupa la fuerza policial: «Informe final del Proyecto sobre garantías procesales en la Unión Europea, TRAINAC, cit., págs. 35 a 58.En este mismo orden de cosas, advierte el Consejo General de la Abogacía Española, que, en la práctica, sólo se facilita al letrado que asiste al detenido en comisaría o en el cuartel correspondiente lo que la Comisión Nacional de Coordinación de Policía Judicial considero que constituyen los "elementos esenciales para impugnar la legalidad de la detención", esto es: el lugar y fecha de la detención; el delito que motiva la misma; el lugar, fecha y hora de su presunta comisión; un breve resumen de hechos, y los motivos que han llevado a la detención (por ejemplo, la existencia de reconocimiento sin que se especifique quién reconoce, declaración de testigos sin designarlos, huellas dactilares, etc.). http://www.abogacia.es/2016/01/13/acceso-al-atestadopolicial-expresion-del-derecho-fundamental-a-la-asistencia-letrada-al-detenido/».
(4) 
Considera LÓPEZ JARA, Manuel, «¿La modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de derechos y garantías procesales: los derechos a la traducción e interpretación y a la información en el proceso penal», Diario LA LEY, núm. 8540, 15 de mayo de 2015 (LA LEY 3279/2015): «En cuanto al modo de acceso del letrado a los elementos de las actuaciones para impugnar la privación de libertad, cuando no esté declarado el secreto, será por cualquiera de los medios admitidos por las leyes: exhibición y examen directo de los autos, obtención de copias o testimonios o información oral que le sea facilitada, siendo el propio letrado quien opte por el medio que más le convenga».
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